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INFORME ALTERNATIVO EL SALVADOR 

2008 – 2013

(Para Lista de Cuestiones)

Por Organizaciones de y para Personas con Discapacidad y Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH).
“A cinco años de entrada en vigor de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”.

A presentarse al Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la Organización de las Naciones Unidas (ONU).

San Salvador, El Salvador, Centroamérica, marzo de 2013.
Organizaciones de y para personas con discapacidad, participantes en el proceso de redacción del presente Informe:

· Asociación de Padres, Madres y Familiares de Hijos / Hijas con Discapacidad de El Salvador “Los Angelitos”. 

· Fundación Red de Sobrevivientes y Personas con Discapacidad El Salvador. 

· Asociación de Lisiados de Guerra de El Salvador “Héroes de Noviembre del 89” – ALGES. 

· Asociación Cooperativa del Grupo Independiente Pro Rehabilitación Integral de R.L. “ACOGIPRI”. 

· Red Iberoamericana de Entidades de Personas con Discapacidad Física. 

· Centro Salvadoreño de Tecnología Apropiada “CESTA” – Amigos de la Tierra El Salvador. 

· Asociación de Capacitación e Investigación para la Salud Mental “ACISAM”. 

· Hogar de Parálisis  Cerebral “Roberto Callejas Montalvo” – HOPAC. 

· Fundación Sendas El Salvador. 

· Asociación Salvadoreña de Sordos El Salvador. 

· Asociación Salvadoreña de Personas con Discapacidad de Oriente – ASDO. 

· Hogar La Rioja para Personas con Discapacidad Intelectual. 

Glosario de siglas utilizadas:
IDA: Alianza Internacional de la Discapacidad (Por sus siglas en inglés). 

RIADIS: Red Latinoamericana de Organizaciones no Gubernamentales de Personas con Discapacidad y sus Familias. 

CDPD: Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

PDDH: Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos. 

ONU: Organización de las Naciones Unidas. 

PAES: Prueba de Aprendizaje y Aptitudes para Egresados de Educación Media. 

CONAIPD: Consejo Nacional de Atención Integral a la Persona con Discapacidad. 

ISSS: Instituto Salvadoreño del Seguro Social. 

INPEP: Instituto Nacional de Pensiones de Empleados Públicos.  

PNC: Policía Nacional Civil. 

ISNA: Instituto Salvadoreño para el Desarrollo Integral de la Niñez y Adolescencia. 

ISDEMU: Instituto Salvadoreño de la Mujer. 

MINED: Ministerio de Educación. 

ISRI: Instituto Salvadoreño de Rehabilitación Integral. 

MINSAL: Ministerio de Salud. 

ECOS: Equipos Comunitarios de Salud Especializados. 

RBC: Rehabilitación Basada en la Comunidad. 

FOPROLYD: Fondo de Protección de Lisiados y Discapacitados a Consecuencia del Conflicto Armado. 

CERPROFA: El Centro de Rehabilitación Profesional de la Fuerza Armada. 
MTPS: Ministerio de Trabajo y Previsión Social. 

I. Introducción
El presente informe alternativo, sobre la aplicación y cumplimiento en El Salvador de la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU, es el resultado de un proceso que se ha venido desarrollando desde el año 2011 por organizaciones de y para personas con discapacidad de la sociedad civil salvadoreña, contando con el total apoyo y compromiso de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos –en adelante la PDDH- en la coordinación y elaboración del mismo. Dicho proceso inició en los meses de abril y mayo del año 2011 con el taller “Preparando un Informe Alternativo”; posteriormente, se desarrolló un segundo taller de seguimiento en el mes de enero de 2013 con el objetivo de recabar nueva información y, finalmente se realizó un tercer taller en el mes de marzo de este mismo año, en el que se concretaron los insumos para ser sometidos a consideración para la lista de cuestiones que prepara el Comité de la Convención. Tal como aconteció en el primer taller, en el tercero se contó con la facilitación de la Alianza Internacional de la Discapacidad (IDA, por sus siglas en inglés), de la Red Latinoamericana de Organizaciones no Gubernamentales de Personas con Discapacidad y sus Familias (RIADIS) y de la Disabled People’s Internacional (DPI), a quienes externamos nuestro agradecimiento.
La Mesa Permanente de Personas con Discapacidad de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, es el espacio de participación de las personas con discapacidad y sus organizaciones. Ésta surgió en el año 2006, siendo fundada aproximadamente por treinta organizaciones y por personas independientes, con el propósito de unificar esfuerzos a favor de los derechos de las personas con discapacidad.

Para recoger información fehaciente sobre la situación de las personas con discapacidad, en el año 2011 organizaciones de la Mesa Permanente de Personas con Discapacidad de la PDDH, así como otras organizaciones de y para personas con discapacidad conjuntamente con la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, realizaron a nivel nacional el levantamiento de una encuesta –muestreo selectivo- con el objetivo de conocer de primera mano la situación real de las personas con discapacidad en todo el país. Los resultados de la encuesta serán integrados a un nuevo informe a presentarse ante el Comité de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), a fin que le sirva de información relevante a ser tomada en cuenta en la próxima sesión para el examen de país, a celebrarse en septiembre de 2013. 
El esfuerzo de las organizaciones de y para personas con discapacidad junto a la PDDH, se ve culminado con la presentación de este primer informe que pretende ampliar el panorama al Comité de la CDPD para así aproximarle a la situación real de las personas con discapacidad de El Salvador. En tal sentido, este documento pudiera ser considerado para la elaboración de la lista de cuestiones, de tenerlo a bien por parte de dicho Comité, esperando presentar posteriormente un informe más amplio que respondería a la lista de cuestiones adoptada por el Comité y a la vigencia general de la Convención en el país. 
II. Comentario preliminar
Tal como lo refleja el párrafo 2 del Informe Inicial del Estado salvadoreño, que fuera presentado el 10 de octubre de 2011, en relación a la “Aplicación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”, al ratificar la Convención el Estado de El Salvador formuló una reserva en el sentido de suscribirla en la medida en que las disposiciones de la misma no perjudiquen o contravengan lo dispuesto en cualquiera de los preceptos, principios y normas de la Constitución de la República, en especial en la parte dogmática de la misma. 
Es así como en diferentes espacios, la sociedad civil ha insistido en el levantamiento de esa reserva, ya que la misma violenta el espíritu, objeto y propósito de la misma Convención. Además esta reserva no especifica claramente su alcance.
Diversos países han expresado objeciones a esta reserva, como es el caso de Austria que declaró a este respecto: “Esta formulación general y vaga de la reserva suscita dudas sobre el grado de compromiso asumido por El Salvador en la posibilidad de adherirse a la Convención y es incompatible con el derecho internacional”. (Traducción no oficial).

El Gobierno de El Salvador reconoce y declara en el párrafo 4 de su informe que: 

“El Salvador precisa armonizar las leyes con la Convención y adecuar su ordenamiento jurídico interno a los estándares que se derivan de ella, así como de las interpretaciones que de la misma haga el Comité. En tal sentido, El Salvador examinará internamente, sobre la base de la política en derechos humanos que dirige su actual gobierno, y tomando en consideración las objeciones formuladas por diferentes Estados a su reserva genérica, el siguiente rumbo de actuación, que una vez definido, será comunicado oficialmente al Secretario General de las Naciones Unidas, en su calidad de depositario de la misma.”

Pregunta sugerida:

Tenga a bien indicar qué planes tiene el Estado de El Salvador para la derogación de la referida reserva a la CDPD.
III. Antecedentes 
En el tema de discapacidad, la información oficial más reciente en El Salvador data de mayo del 2007, al ejecutarse el VI Censo de Población y V de Vivienda, en el cual se determinó que la población total del país era de 5,744,113 personas, de las cuales 235,302 fueron identificadas con alguna discapacidad. Esta cifra representa el 4.1% del total de la población salvadoreña, información que muestra una falta de datos estadísticos reales y actualizados, ya que esa mínima información no refleja cuántas personas con discapacidad habitan en el país, dónde viven ni en qué condiciones se encuentran, la cual contrasta completamente con los informes publicados por la Organización de las Naciones Unidas.  
La Constitución de la República de El Salvador, en su artículo 3 establece que todas las personas son iguales ante la ley; sin embargo, el texto de la misma se restringe al enfoque médico de la discapacidad, lo que en consecuencia conlleva a que las leyes secundarias retomen el mismo enfoque; por lo que, tal como es ilustrado en el párrafo 4 del informe oficial antes referido, es necesario y urgente que el Estado salvadoreño armonice sus leyes con la Convención, ya que existe diversa legislación nacional que es discriminatoria hacia personas con discapacidad, especialmente la intelectual, psicosocial y sensorial. En el marco de la armonización que debiera existir se señala que no se cuenta con leyes que prevean la implementación de ajustes razonables, ni que sancionen la discriminación.  
IV. Observaciones a la información del Estado sobre el articulado de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

Artículo 5: igualdad y no discriminación 
El párrafo 33 del informe del Estado, expresa que no existe discriminación de  jure por ocasión de la discapacidad; sin embargo, en la misma Constitución de la República establece en su artículo 74, que los derechos de ciudadanía se suspenden, entre otras, por enajenación mental y, por interdicción judicial, lo que conlleva una discriminación expresa contenida en la norma fundamental. 
En la misma línea, en el artículo 241 del Código de Familia se establece que el ejercicio de la autoridad parental se suspenderá al padre o la madre por ciertas causas, entre ellas, por adolecer de enfermedad mental; la misma normativa en su artículo 293 enuncia entre las causas de incapacidad, la enfermedad mental y la sordera. Asimismo, el artículo 301 establece las inhabilidades para ser tutor/a, entre las que se excluye, entre otros, a los menores y los incapaces, a los ciegos y los sordos; el artículo 295 establece que los actos y contratos del enfermo mental, posteriores a la declaratoria de incapacidad, son nulos, aunque se alegue haberse ejecutado o celebrado en un intervalo de lucidez. 
Por otro lado, la Ley del Notariado establece en el artículo 6 que son incapaces para ejercer el notariado los ciegos, los mudos y los sordos, y los que no estén en pleno uso de sus facultades mentales; por su parte el artículo 34 establece que no podrán ser testigos los dementes, los ciegos, los mudos o los sordos; por tanto, se visualiza  que en la diversa legislación interna se sigue utilizando terminología inadecuada y peyorativa en perjuicio de las personas con discapacidad.
Además, encontramos que Ley de Equiparación de Oportunidades para las Personas con Discapacidad expresa que: persona con discapacidad es toda aquella que presenta una disminución ya sea congénita o adquirida de sus capacidades físicas, mentales, psicológicas y sensoriales; no obstante, ésta no estableció a las discapacidades intelectuales que están contenidas en la CDPD, en su defecto utilizó el término de “discapacidades  psicológicas”, lo cual sugiere una exclusión de este sector. El reglamento de la referida Ley no considera el concepto de discriminación en su articulado, con lo que se podría asumir que la falta de reconocimiento de las situaciones fácticas de discriminación conlleva implícitamente a la tolerancia de las mismas por parte del Estado al no prohibirla expresamente y carecer de una política concreta para erradicar esas prácticas, así como tampoco de realizar ajustes razonables.
Un caso puntual de discriminación llevado a la práctica se reflejó hacia estudiantes sordos o  sordas que no son aceptadas en los Centros Educativos sino se hacen acompañar de su propio intérprete de lengua de señas cuyo servicio de interpretación debe ser costeado por el mismo alumno o alumna. En el año 2011 durante la realización de la Prueba de Aprendizaje y Aptitudes para Egresados de Educación Media (PAES), a las personas sordas no les fue permitido por personal docente del Ministerio de Educación contar con la asistencia de sus intérpretes, lo que les colocó en total desventaja con el resto de la población educativa, pese a que la institución en la que estudiaban realizó previamente todos los trámites administrativos requeridos para que se les permitiera esa asistencia necesaria. 
Pregunta sugerida: 
Tenga a bien indicar qué medidas ha adoptado o pretende adoptar el Estado salvadoreño, tendentes a adecuar la legislación interna a la CDPD para promover una legislación que proteja contra la discriminación por motivos de discapacidad en todos los ámbitos de la vida, incluyendo la denegación de ajustes razonables.
Artículo 6: Mujeres con discapacidad

Diversas barreras y situaciones de discriminación afectan específicamente a las mujeres con discapacidad y las discriminaciones identificadas por el grupo de personas con discapacidad en los talleres son:

- Discriminaciones indirectas o por asociación.

- Falta de programas de socialización y empoderamiento de las mujeres con discapacidad
Las instalaciones de salud no cuentan con equipamiento adaptado para que mujeres con discapacidad tengan igualdad en el acceso a la atención digna y de calidad.

- Los procesos de rehabilitación  no contemplan un verdadero enfoque de género. 

- Hacen falta estudios sobre la situación de las mujeres con discapacidad en el país  que  visualicen  como se encuentran en materia de trabajo, situaciones de riesgo, de violencia de género, salud, rehabilitación y educación. 

- Las mujeres ciegas no  pueden adoptar a niños/as por la interpretación de los artículos la Ley de Adopción. 

- El personal de salud no es capacitado en lengua de señas salvadoreñas para que mejoren su atención a mujeres sordas, en tal sentido se debe sensibilizar  permanentemente  al personal de salud sobre los derechos de las mujeres con discapacidad.

- No hay apoyo del Estado para incrementar y fomentar la organización de las mujeres con discapacidad en asociaciones y cooperativas.

- Además, hace falta acciones dirigidas a mujeres con discapacidad privadas de libertad.
Preguntas sugeridas:

Sírvase explicar y describir cómo el Anteproyecto de Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres de El Salvador, presentado en el párrafo 39 del informe del Estado, ha incluido a las mujeres y niñas con discapacidad, incluidas las discapacidades sensoriales, no solamente las ciegas, intelectual, psicosocial y físicas; y como las organizaciones representativas de las personas con discapacidad han sido involucradas en este proceso.
Favor, sírvase informar si la discriminación multidimensional contra mujeres y niñas con discapacidad ha sido reconocida en la legislación y las políticas públicas. 
Artículo 7. Niños y niñas con discapacidad

Actualmente la niñez con discapacidad debe separase de su familia para entrar en procesos de rehabilitación dado que la mayor parte de centros tienen  modalidad de internados y las madres y padres se ven en la necesidad de adoptar dicha modalidad por situaciones económicas, dado que no tienen la posibilidad de viajar diariamente y esos servicios se encuentran centralizados en la capital.

El Comité sobre los Derechos del Niño en sus observaciones finales CRC/C/SLV/CO/3-4, adoptadas en su sesión de enero de 2010, destacó su preocupación por situaciones de discriminación a la que se enfrentan, entre otros los niños y niñas con discapacidad. Asimismo, el Comité incluyó la siguiente información y recomendaciones:

“Niños con discapacidad
56. El Comité toma nota con reconocimiento de las diversas medidas adoptadas por el Consejo Nacional de Atención Integral a las Personas con Discapacidad (CONAIPD) para promover y garantizar la igualdad de derechos de los niños con discapacidad, en particular los esfuerzos por integrar a los niños con discapacidad en el sistema de enseñanza ordinario. No obstante, el Comité deplora que el Estado parte no haya conseguido hacer un censo para determinar el número exacto de niños con discapacidad, lo que lleva a la invisibilidad de esos niños y al limitado alcance de las estrategias pertinentes. Preocupa también al Comité que los niños con discapacidad sufran todavía diversas formas de discriminación.

57.
El Comité recomienda al Estado parte que continúe tomando medidas para proteger y promover los derechos de los niños con discapacidad, teniendo en cuenta la Observación general Nº 9 (2006) del Comité, sobre los derechos de los niños con discapacidad, el artículo 23 de la Convención, la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, y que:

a)
Siga adoptando medidas para proteger y promover los derechos de los niños con discapacidad;

b)
Tome nuevas medidas para reunir datos y para disponer de información y de datos estadísticos actualizados y desglosados sobre los niños con discapacidad;

c)
Establezca mecanismos concretos para mejorar la igualdad de acceso de los niños con discapacidad a los servicios de educación y de salud; a este respecto, se debe alentar en todo lo posible la educación integradora, y en la educación que se ofrezca a los niños con discapacidad se debe prestar atención prioritaria a las necesidades especiales de cada niño;

d)
Redoble sus esfuerzos para proporcionar los recursos profesionales (es decir, especialistas en discapacidad) y financieros necesarios, especialmente en el plano local, y para promover y expandir los programas de rehabilitación basados en la comunidad, incluyendo los grupos de apoyo a los padres, a fin de que se atienda a todos los niños con necesidades especiales, colaborando al mismo tiempo con el sector privado;

e)
Establezca sistemas de pronta identificación y de pronta intervención como parte de sus servicios de salud, y

f)
Ponga en práctica las disposiciones de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y de su Protocolo Facultativo”.

Preguntas sugeridas:

Tengan a bien proporcionar información detallada sobre las medidas que ha tomado el Estado para implementar las recomendaciones del Comité sobre los Derechos del Niño, de enero de 2010, en lo que respecta a la protección contra la discriminación de los niños y niñas con discapacidad, así como, las restantes recomendaciones realizadas por dicho Comité. 

Sírvase explicar y describir cómo la Ley de Protección de la Niñez y Adolescencia (LEPINA), citada por el Estado de El Salvador en su informe, párrafo 106, tiene previstos los derechos de los niños y niñas con discapacidad y que medidas concretas tiene tomado el Estado para poner en práctica los derechos de la niñez y adolescencia con discapacidad.
Artículo 8: Toma de conciencia 
En El Salvador se han llevado a cabo campañas de recaudación de fondos para “ayudar” a personas con discapacidad, basadas en la caridad y en las que se presenta a la persona como objeto de lástima y no sujeto de derechos, por lo que su discapacidad no se visibiliza de manera integral. Así en lugar de promover la erradicación, se fomenta la continuidad, de las barreras actitudinales de la sociedad en general, se continúa con actitudes negativas y obstáculos sociales, económicos y culturales, que impiden la plena inclusión de las personas con discapacidad.
Durante uno de los talleres, en su testimonio, una persona con discapacidad manifestó que el Consejo Nacional de Atención Integral a la Persona con Discapacidad –CONAIPD- realizó jornadas de capacitación en el tema de accesibilidad dirigidas a responsables de centros de estudios universitarios; sin embargo, uno de éstos después de haber participado en tal capacitación, se negó a realizar cambios en la distribución de aulas que hubiera evitado los inconvenientes de movilización hacia una segunda planta de los edificios de esa universidad de una estudiante usuaria de silla de ruedas para que asistiera a sus clases. Esa denegación obligó a la estudiante depender del apoyo de sus compañeras y compañeros para movilizarla hasta el aula de clases. Por tanto, se concluye de ello que los esfuerzos de capacitación y sensibilización no necesariamente arrojan los resultados esperados, probablemente porque no se logra establecer con claridad que el cumplimiento de las normas a favor de las personas con discapacidad no quedan al arbitrio de las personas, instituciones u sectores de la sociedad, sino que deben simplemente cumplirse.
Un punto delicado es el abordaje que hacen los medios de comunicación sobre la temática, ya que la sociedad se apropia de ciertas actitudes inculcadas desde esos espacios, lo que conlleva a que la atención y el trato hacia las personas con discapacidad tanto por parte de instituciones que prestan servicios, como de la sociedad en general sea inadecuada y vejatoria de su dignidad humana. Es así como se puede afirmar que se persiste en actitudes de indiferencia, de sobreprotección o directamente de exclusión. 

Preguntas sugeridas:
Sírvase explicar si el Estado salvadoreño ha previsto modificar y homogenizar, en conformidad con la CDPD, la terminología peyorativa e inadecuada aplicada por la legislación en perjuicio de las personas con discapacidad intelectual y psicosocial. 
Tenga a bien informar si existen o no acciones de supervisión sobre la forma en la que entidades privadas promueven la imagen de las personas con discapacidad en las campañas de sensibilización, a fin de que estén de conformidad con la Convención.
Artículo 9: Accesibilidad
Hasta el momento no existe un mecanismo de fiscalización del cumplimiento de la Normativa Técnica de Accesibilidad, Urbanística, Transporte y Comunicación. La flota del transporte público nacional no cuenta con unidades accesibles para personas con discapacidad, aunado a ello, la mayoría de las oficinas y otras instalaciones públicas y privadas de empresas que prestan servicio al público, no cuentan con las condiciones adecuadas de accesibilidad, las instalaciones deportivas y construcciones de tipo privado no son accesibles. Se cuenta con la Ley de Desarrollo y Ordenamiento Territorial del Área Metropolitana de San Salvador y de los Municipios Aledaños y su Reglamento, que establece regulaciones en las construcciones urbanísticas tanto públicas como privadas, pero no se contemplaron sanciones en caso de contravención a las mismas. 
En cuanto a la accesibilidad informativa y comunicacional, en la televisión de señal abierta la interpretación de lengua de señas es exigua, ya que son muy limitados los programas, sobre todo los estatales que son signados; no obstante, esta información no llega a la población sorda, ya que los medios de comunicación específicamente televisivos enfocan al vocero de la noticia y evitan hacerlo con la persona que interpreta en lengua de señas, así como tampoco se utilizan subtítulos. 
Sigue siendo sistemática la ausencia de intérpretes de lengua de señas para el acceso a los servicios del Estado, particularmente en los servicios de salud, justicia y educación, debiendo proveerlos las mismas personas sordas o las asociaciones. No existe la mínima información accesible en documentos de entidades públicas respecto de las atribuciones institucionales, impresos en braille. 
Aunque existe a nivel interno un conjunto de normas que obligaría al Estado a suplir ayudas técnicas para las personas con discapacidad, esta se cumple en forma muy limitada, lo que hace que muchas personas de escasos recursos económicos, carezcan de estas ayudas para movilizarse u orientarse lo que a su vez podría generar enfermedades e incluso otras discapacidades. 
Referente a la infraestructura de los centros escolares, la necesidad de transformación es reconocida por el Estado salvadoreño en su informe oficial, párrafo 74, al afirmar que: 
“El Censo Matricular de 2009, nos muestra que la infraestructura de los centros escolares debe imperativamente iniciar, a la brevedad posible, un proceso de transformación de infraestructura, la cual sea accesible tanto a estudiantes, como a docentes, personal administrativo y visitantes. Los porcentajes del sector educativo público reflejan solamente un 7,63% de centros educativos con algún nivel de accesibilidad (…).”

Lo más grave es que la mayoría de los centros escolares se utilizan como albergues y para la evacuación ante situaciones de emergencia, así como también son utilizados como centros de votación en eventos electorales, ocasiones que permiten evidenciar nuevamente que éstos no reúnen las condiciones mínimas de accesibilidad. Esta situación es reconocida por el Estado salvadoreño en su informe oficial al afirmar que solo un 7.63 % de Centros Educativos poseen “algún nivel de accesibilidad”,  por lo que es importante que haya un proceso de modificación en sus estructuras a la brevedad posible. 
Por otra parte, para la puesta en marcha del proyecto de Ciudades Inclusivas del Ministerio de Obras Públicas, la asignación de los fondos ha sido insuficiente y su ejecución se ha centrado únicamente para la zona urbana de la capital. La ausencia de una legislación vinculante y con sanciones por incumplimiento, dejará el respeto del derecho a la accesibilidad a voluntad de los organismos públicos y entidades privadas. 

Por otra parte, se evidencia que las barreras del entorno físico y urbanístico también atentan contra la integridad de personas con discapacidad. Vemos recurrentemente de alcantarillas y tragantes sin tapaderas, obstáculos de toda índole en las aceras, vehículos mal estacionados, carencia de rampas, pasamanos, entre otros. 
Preguntas sugeridas:
Sírvase explicar qué medidas está tomando el Estado para ofrecer condiciones de accesibilidad a las personas con discapacidad física, auditiva, visual, psicosocial e intelectual y qué sanciones son impuestas a los actores infractores de las mismas, sean públicas o privadas, como el caso del sistema de transporte público de pasajeros y de comunicación. 
Sírvase explicar cuáles son las razones por las qué solo se garantiza la construcción bajo estándares de accesibilidad en el área metropolitana de San Salvador, no así en el resto del país. 
Sírvase explicar en qué consiste el primer Plan Nacional de Accesibilidad, así como el presupuesto que tiene asignado para la implementación del mismo y dónde será ejecutado geográficamente. 
Art. 10: derecho a la vida 
Los altos índices de criminalidad existentes en el país cifran una media de muertes que  oscila entre los 5 y 6 homicidios por día y las personas con discapacidad no escapan a esta realidad, cuya exposición al riesgo es mayor debido a la vulnerabilidad de la que son objeto, pues la violencia social no tiene conciencia ni sensibilización hacia este sector y por tanto se convierten en blanco perfecto de la criminalidad. No obstante, que se ha tipificado en el Código Penal el delito de homicidio simple con una pena de prisión de hasta de 20 años, mientras que el homicidio agravado se sanciona hasta con 50 años de prisión, éstas medidas no han garantizado que se continúe irrespetando al derecho a la vida. 
Dado que El Salvador no cuenta con datos estadísticos sobre afectaciones a derechos fundamentales de las personas con discapacidad, no se tiene tampoco registros sobre el número de personas con discapacidad fallecidas en razón de su discapacidad.
Pregunta sugerida: 
Tengan a bien detallar qué medidas está tomando el Estado salvadoreño para garantizar el derecho a la vida de las personas con discapacidad, cuya vulnerabilidad es aún mayor ante un contexto alarmante de la delincuencia común.
Art. 11: Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias
El Salvador dada la zona geográfica en la que está ubicado y las características geológicas preponderantes, es altamente vulnerable ante los desastres naturales; volviendo mayormente vulnerables a las personas con discapacidad cuando se presentan fenómenos extremos como huracanes, terremotos, etc. Al igual que la violencia social, el cambio climático y la contaminación ambiental no atienden consideraciones favorables hacia las personas con discapacidad.
Por otro lado, la mayor parte de ese sector poblacional habita en zonas de alta peligrosidad sísmica, que en muchos casos coinciden con suelos inestables a causa de los procesos desordenados de urbanización que han colocado a las familias en situación de inseguridad y riesgo significativo; en ese sentido, en los planes de contingencia diseñados por el gobierno y en acciones de adaptación y sobrevivencia ante situaciones de riesgo, las personas con discapacidad no son incluidas ni en la planificación, organización, así como tampoco en la ejecución. Ante esa evidencia el mismo Estado salvadoreño señala en su informe oficial que el plan de acción para la protección civil no cuenta con una perspectiva especializada para personas con discapacidad (párrafo 80).
Pregunta sugerida:
Sírvase detallar qué medidas está tomando el Estado para incluir al sector de personas con discapacidad dentro de los planes de acción para la protección civil en caso de situaciones de riesgo y emergencia, y qué medidas pretende tomar para que las organizaciones representativas de personas con discapacidad sean consultadas sobre el tema.
Art. 12: Igual reconocimiento como persona ante la ley
Existen diferentes normativas nacionales como la misma Constitución de la República, la Ley de Notariado, el Código de Familia, el Código Penal, la Ley del Instituto Salvadoreño del Seguro Social (ISSS), la Ley del Instituto Nacional de Pensiones de Empleados Públicos (INPEP), la Ley de Tránsito, Transporte Terrestre y Seguridad Vial, entre otras, que establecen desigualdad en el reconocimiento jurídico de la personas con discapacidad, aunque esta situación se da en especial con personas con discapacidad intelectual, psicosocial, así como de personas sordas, por lo que no existe armonización de la legislación interna y a la Constitución en relación a la CDPD. 
No existe un registro de las personas con discapacidad que tienen el ejercicio de su capacidad jurídica retirada o limitada por medidas de salvaguardias o tutela adoptadas por el Estado. Así también se desconocen las salvaguardias de las personas con “capacidad disminuida” a que hace referencia el informe en el párrafo 86. 
El Estado de El Salvador reconoce en su informe en el párrafo 87 que lo relativo a las disposiciones pre-convencionales, “hay una fuerte probabilidad que las mismas no se encuentren debidamente ajustadas a los parámetros de la Convención”. 

Es de vital importancia que el Estado de El Salvador realice acciones inmediatas para esta armonización legal y medidas para concretar el cambio de paradigma sobre los enfoques de la discapacidad. 

Preguntas sugeridas:
Sírvase detallar qué acciones está realizando el Estado para armonizar la Constitución de la República, la Ley de Equiparación de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, así como la Ley del Notariado, el Código de Familia, el Código Penal, la Ley del Instituto Salvadoreño del Seguro Social –ISSS-, entre otras, con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
Tenga a bien detallar el porcentaje de personas con discapacidad sometidas a tutela u otro mecanismo de salvaguardia, así como cuáles son los criterios utilizados para establecer la incapacidad –interdicción- de una persona cuando la sentencia judicial así lo establece, y los recursos legales que las personas con discapacidad puede utilizar para impugnar esa decisión. Qué planes tiene el Estado para abolir la tutela. 
Artículo 13: Acceso a la justicia.  
Aun cuando el Código Procesal Penal señala, en su artículo 216, que el testimonio de personas que son “físicamente impedidas” podrá recibirse en su casa de habitación, ello se convierte en una acción positiva para personas que se encuentran imposibilitadas temporalmente de  desplazarse, más no toma necesariamente en consideración las personas con discapacidad.

Es así que es importante destacar que sólo se debe recurrir a estas medidas de forma excepcional, con el objetivo de asegurar la participación de las personas con discapacidad, puesto que su aplicación generalizada no sería compatible con las obligaciones generales contraídas por los Estados partes en virtud de los artículos 4 y 13 de la Convención.

El párrafo 94 del informe del Estado se refiere a los procesos de readecuación interna de los Centros Penales; sin embargo, no se expresa si habrá un presupuesto designado para tal fin, limitándose a informar que “se brinda dentro de las posibilidades, la atención médica a todas las personas sin distinción alguna”, desconociéndose si las personas con discapacidad privadas de libertad reciben atención integral en salud. 

En el párrafo 92 del informe oficial el Estado salvadoreño reconoce que no se ha logrado la participación de intérpretes de lengua de señas para asistir a personas sordas en los procesos judiciales ya sea como víctimas o como autores del delito; en este sentido, se considera necesario que este punto sea incorporado expresamente en la normativa interna de las instituciones integrantes del sistema de justicia nacional – Órgano Judicial, Policía Nacional Civil, Ministerio Público-, ya que esto afecta la accesibilidad en la comunicación, la privacidad, entre otros, para una eficaz asistencia técnica, lo que coloca en desventaja a la persona con discapacidad frente al sistema. A todo ello se agrega la falta de personal capacitado y sensibilizado para la atención a personas con discapacidad.
Una persona participante del taller al que nos referimos en la parte introductora del presente informe, realizado en marzo de 2013, compartió su experiencia en un caso de una persona sorda a la que le fue negada una persona intérprete en un proceso de seguridad social, específicamente de solicitud de pensión la cual le denegaron. El caso fue apelado y después de transcurrido un año realizando trámites burocráticos, la institución responsable le reintegró su pensión de manera retroactiva. Hay otros casos aún más graves de personas sordas indígenas que pueden sufrir discriminación múltiple, que por la dificultad de recopilación de información no está completamente disponible, pero que prevemos poder presentar al Comité en la sesión de septiembre de 2013.
La situación de las personas sordas por el hecho de no ser su lengua natal el castellano, puede producir dilatación en los procesos judiciales o administrativos. Otro problema viene dado por el vocabulario técnico, que puede ser incomprensible para las personas con discapacidad intelectual. Para citar un ejemplo, cuando se lleva a cabo una audiencia de sentencia, el o la juzgadora explica en vocabulario técnico y al leer la resolución se hace demasiado rápido, lo que dificulta la comprensión de las personas sordas. En el caso de las personas con discapacidad intelectual o psicosocial -culturalmente invisibilizadas- son sus familiares quienes asumen y toman las decisiones por ellas. Además si son personas ciegas los documentos no les son facilitados en sistema braille.
Preguntas sugeridas: 

Sírvase informar sobre las medidas que el Estado de El Salvador ha adoptado para asegurar para que todas las personas con discapacidad, en particular las personas sordas, con discapacidad intelectual y/o psicosocial y ciegas tengan un pleno acceso a la justicia.

Sírvase indicar si existe un mecanismo eficaz para garantizar que la comunicación sea accesible para las personas con discapacidad que sean sujetas de algún proceso judicial. 

Así mismo informar cuál es la razón que en su informe el Estado de El Salvador sólo hace referencia a la Corte Suprema de Justicia, cuando el sistema de justicia lo componen otras instituciones. 
Tenga a bien informar si en el sistema judicial existe un plan o programa de capacitación y sensibilización sobre legislación y derechos de las personas con discapacidad a actores del sistema de justicia y con qué periodicidad se realiza. Detallar las acciones consideradas dentro de ese plan o programa y de qué forma está previsto el involucramiento de las personas con discapacidad y de sus organizaciones representativas.
Artículo 14: Libertad y Seguridad de la Persona
Persiste el trato discriminatorio en cuanto a las privaciones de libertad realizadas a personas con discapacidad auditiva, sobre todo adolescentes, dado que la Policía Nacional Civil (PNC), tiende a confundirlos con miembros de pandillas -quienes utilizan de sus propios códigos de comunicación-, las personas sordas son maltratadas física y emocionalmente por el uso de la lengua de señas.
Cuando una persona con discapacidad psicosocial es sentenciada a cumplir una condena de internamiento, se hace a través de una medida de seguridad que se cumple en el Hospital Psiquiátrico, sin las debidas medidas de accesibilidad y sin tratamiento conforme a los objetivos y principios de la CDPD, incluida la ausencia de ajustes razonables. Además al igual que los centros penales no reúnen las condiciones de accesibilidad arquitectónica, se carece de rampas, pasamanos, baños accesibles y de igual forma no hay medidas de habilitación y rehabilitación, tampoco de atención médica necesarias.
Preguntas sugeridas:
Sírvanse explicar los criterios que se aplican para designar la permanencia de una persona con discapacidad intelectual o psicosocial en una institución especializada, así como el proceso de impugnación de las decisiones de estancia en ella. Por favor, proporcionen datos estadísticos referentes al número de personas internadas o privadas de libertad por razón de discapacidad intelectual o psicosocial.

Tengan a bien indicar de qué manera garantiza el Estado parte el adecuado reconocimiento de la personalidad jurídica de las personas con discapacidad en caso de internamiento involuntario o interdicción y qué normativa existe al respecto.
Sírvase especificar los ajustes razonables que se han realizado en los Centros Penales y Centros de Resguardo con el fin de darle cumplimiento a lo establecido por la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

Artículo 15: Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles o degradantes.  
El personal operativo de la Policía Nacional Civil no está sensibilizado en el tema de discapacidad ni tampoco ha sido capacitado para diferenciar entre una persona con discapacidad y persona sin discapacidad, como por ejemplo las personas sordas; sin que sean próvidos ajustes razonables en las prácticas y procedimientos de detención, siendo frecuentemente que el trato hacia las personas con discapacidad que comenten delito se enmarque en prácticas crueles, inhumanas y degradantes. 
En el sistema de salud, los procedimientos psiquiátricos no son acordes a la necesidad de la persona, y no se ha tenido acceso a informaciones en cuanto a los servicios de atención psiquiátrica, especialmente referente al consentimiento libre e informado en la aplicación de estos servicios.
Un testimonio relatado en uno de los talleres, hace referencia a casos de serias vejaciones a la dignidad de las personas con discapacidad, entre estas los tratos crueles, inhumanos y degradantes dentro del sistema de salud, entre estas las violaciones sexuales, son censurados y negados por el personal y jefaturas de las instituciones, aún cuando se conoce de la existencia de esta lamentable situación, que generalmente no es denunciada por temor a represalias del personal del centro de salud al que debe recurrir por tratamiento u atención, la persona con discapacidad. En tal sentido, también el sistema de salud debe promover entre su personal el trato digno y atención eficiente hacia la población con discapacidad. Por ejemplo, se carece de privacidad, especialmente para las mujeres sordas, que deben hacerse acompañar de una persona intérprete al acudir a cualquier servicio de salud. 
En el tema de educación sexual y reproductiva, se carece de privacidad, especialmente para las mujeres sordas que deben hacerse acompañar de una persona intérprete al acudir a cualquier servicio de salud.

Preguntas sugeridas:
Sírvase ofrecer información sobre el marco normativo específico para proteger a las personas con discapacidad frente a experimentos o tratamientos médicos sin su consentimiento libre e informado, así como detalle las medidas adoptadas para evitar la sustitución en la toma de decisiones respecto de ambas situaciones. Igualmente, sírvase ofrecer información sobre el marco regulador para el uso de equipos de inmovilización y contención física y farmacológica, así como de tratamientos forzosos en los servicios de atención psiquiátrica. 
Sírvase especificar si existen sistemas o procesos accesibles de denuncia en casos de tratos crueles, inhumanos y degradantes; así como en casos de experimentos o tratamientos médicos no consentidos. 

Sírvase informar las medidas tomadas por el Estado para garantizar la privacidad de las personas con discapacidad en los servicios públicos, incluidas las personas sordas, y como se han garantizado los ajustes razonables para los casos necesarios. 
Artículo: 16 Protección contra la explotación, la violencia y el abuso. 
En el caso de El Salvador hay una debilidad en los procesos administrativos para dar respuesta inmediata y seguimiento a las denuncias interpuestas por casos de cualquier forma de violencia, violación o abuso. Ante hechos de abuso y violación sexual el sistema de justicia ha demostrado ser ineficiente técnicamente e inadecuado respecto del trato a la persona que ha sido víctima de los mismos. Un ejemplo de ello es que las evaluaciones médicas y peritajes psicológicos no son ejecutados apropiadamente, lo que conlleva a someter a la víctima nuevamente al procedimiento, situación que deriva en una victimización secundaria. Este contexto se agrava cuando la víctima es una persona con discapacidad, por ejemplo, en el caso de víctimas sordas no puede comunicarse en razón de la falta de intérpretes en lengua de señas. Además el servidor público receptor de la denuncia, el personal técnico que practica las referidas evaluaciones técnicas y otros, carece de la pericia para atender según sus funciones a una víctima con discapacidad, omisión que deriva en responsabilidad en el mismo sistema de justicia.
Se obtuvo información por parte de una persona participante en uno de los talleres que comparte  que los servicios de programas de asistencia de las instituciones que velan por este derecho no cuentan con los medios ni equipos multidisciplinarios para evaluar y dar seguimiento a la atención de la víctima. De las instituciones que sirven como albergues existen condiciones de hacinamiento y lo que es peor hasta abuso por algunos profesionales, lo que hace difíciles los  procesos de recuperación e integración.
Se conoce de situaciones alarmantes en las que la familia es quien explota o abusa de la persona con discapacidad, llegando a extremos como someterla a encadenamiento o mantenerla encerrada, muchas veces en espacios reducidos e insalubres, a causa de su discapacidad psicosocial; en otros casos son obligadas por sus propias familias a la mendicidad sin que existan sanciones para las mismas, desconociéndose de igual manera si se divulgan campañas de toma de conciencia para familiares. 
Una persona participante del taller comentó el caso de niñas y niños que son abusados sexualmente en los Centros de Desarrollo Infantil. El Instituto Salvadoreño para la Atención a la Niñez y Adolescencia (ISNA), que es citado por el Estado salvadoreño en el párrafo 104 de su informe, no tiene capacidad instalada –técnica, arquitectónica, material, entre otras- acorde a las necesidades de la niñez con discapacidad.
Preguntas sugeridas:  
Sírvase indicar si efectivamente existen programas y/o políticas de prevención y protección a personas con discapacidad contra la violencia sexual, la trata y la explotación sexual; así como indicar cómo se ha medido la calidad, eficacia, eficiencia y cobertura de los programas de atención en esta área a las personas con discapacidad y la referencia de datos estadísticos de las personas atendidas relacionadas a la explotación, violencia o abuso.

Sírvase especificar cuáles son los indicadores utilizados para demostrar que se ha logrado prevenir, reducir y/o erradicar el abuso hacia la niñez con discapacidad; de la misma manera informar cuáles son los mecanismos de coordinación y vigilancia que el ISNA y el ISDEMU llevan a cabo en cumplimento al artículo 16 de la Convención, así como si estas instituciones cuenta con interpretes en lenguaje a señas para brindar una adecuada  atención a personas sordas. 
Además, sírvase informar sobre el porcentaje de personas con discapacidad, incluido mujeres, niñas y niños, que se ven obligados a vivir en instituciones. 

Sírvase indicar cuáles son los programas de rehabilitación o reintegración social con que cuenta el Estado para atender a las personas abusadas, explotadas o violentadas, así como los presupuestos asignados para tal fin. 

Sírvase proveer información respecto del número de personas con discapacidad en comparación con la población en general en condición de mendicidad y qué acciones realiza el Estado para garantizar los derechos de las personas con discapacidad  que viven bajo esta condición. 
El Estado de El Salvador, informa en los párrafos 103, 104, 105 y 107 de su informe, que realizó una serie de medidas, servicios y acciones dirigidas a mujeres y a la niñez con discapacidad. Sírvase informar cuántas mujeres con discapacidad, niños y niñas se han beneficiado  de estas medidas, con datos desagregados por discapacidad. Favor sírvase informar cómo se garantizó la accesibilidad de las mujeres, niños y niñas beneficiadas por estas. 
Artículo 17: Protección de la integridad personal.  
La integridad física y mental no es muchas veces respetada por la sociedad y, en consecuencia, prevalece el estigma social y la discriminación hacia las personas con discapacidad, visualizadas como improductivas, enfermas o incapaces, lo que repercutirá negativamente en el pleno goce y en el respeto irrestricto de sus derechos humanos.
Según representantes de personas con discapacidad participantes de los talleres ácima referidos, existe en El Salvador diversos casos de esterilización forzada contra niñas y adolescentes con discapacidad intelectual y psicosocial, aunque la recopilación de datos se mostró mucho difícil por falta de cooperación de las familias y de las instituciones que trabajan para estas personas con discapacidad. 
Preguntas sugeridas: 
Se ruega indicar cómo se protege a las personas con discapacidad contra la esterilización forzada y el aborto forzado, y si esas conductas están tipificadas como delito en el Código Penal del Estado parte. 
Artículo 18: Libertad de desplazamiento y nacionalidad 

El Estado de El Salvador en su informe, párrafo 116, expresa que:

“A pesar de lo anterior, según datos proporcionados por la Procuraduría General de la República (PGR) en marzo del año 2008, en El Salvador, más de 600 mil salvadoreños, es decir, el 10% de la población no poseen partida de nacimiento. De un total de 1, 757,935 niñas y niños, 86,623 niñas y niños, aún no han sido registrados por sus padres al nacer.”

Según algunos participantes de los talleres antes referidos, existen en El Salvador diversos casos de personas, jóvenes y niños y niñas con discapacidad, sobre todo en las áreas afuera de la capital, que no fueron registrados en su nacimiento y que permanecen sin los registro de nacimiento o de documento de identidad.

El Estado de El Salvador, en los párrafos 117 y 118 de su informe, en la materia de emisión y revalidación de pasaportes y autorizaciones de entrada a la República, reconoce discriminaciones de jure cometidas contra personas “incapaces” sometidas a tutela o curatela, así como personas con “enfermedad mental crónica e incurable” y a “la sordera”, impone una sobrecarga burocrática a las personas con discapacidad, como se demuestra al expresar en su texto que:
“117. (…) la Ley de Expedición y Revalidación de Pasaportes y Autorizaciones de Entrada a la República, la cual hace una distinción con respecto a la emisión del Pasaporte Ordinario en el país para las personas incapaces, ya que es necesario que se acredite la autorización de quienes ejerzan sobre ellos el cuidado personal, tutela o curatela general; la referida autorización para que los incapaces, menores de edad o sujetos a guarda, puedan obtener su Pasaporte y en consecuencia salir del país, deberá otorgarla el funcionario respectivo de la Dirección General de Migración. No se omite manifestar que toda vez que un incapaz viaje con una persona que no ejerza sobre él el cuidado personal, tutela o curatela general, deberá acreditarse una nueva autorización por parte de las personas encargadas de conferirla. 
118.
Asimismo, en la misma materia existe un "Instructivo para la Emisión del Pasaporte" de la Dirección General de Migración y Extranjería (DGME), de marzo de 2009, éste establece los requisitos para el trámite, los cuales son: 

a) Que la incapacidad enmarque dentro de lo legal "se entiende las causas de incapacidad: La enfermedad mental crónica e incurable aunque existan interválos lúcidos; y la sordera, salvo que el sordo se pueda entender y darse a entender de manera indudable;

b) Que haya sido declarado incapaz por sentencia Judicial, artículo 292 Código de Familia, para el trámite de pasaporte necesitará, según Instructivo para Emisión de Pasaportes página número 28, autorización para poder obtener su pasaporte y por ende salir del país.”

Preguntas sugeridas:
Sírvase indicar con datos, desagregados por discapacidad, cuantas personas en El Salvador no poseen partida de nacimiento

Sírvase también detallar qué planes tiene el Estado de El Salvador para reformular y armonizar su Ley de Expedición y Revalidación de Pasaportes y Autorizaciones de Entrada a la República de 1982 en conformidad con la CDPD y asegurar a las personas con discapacidad un igual tratamiento en los tramites y procedimientos de expedición o emisión de lo pasaporte y autorizaciones de entrada en el país.
Sírvase también detallar qué planes tiene el Estado de El Salvador para reformular y armonizar su Ley de Expedición y Revalidación de Pasaportes y Autorizaciones de Entrada a la República de 1982 en conformidad con la CDPD y asegurar a las personas con discapacidad un igual tratamiento en los tramites y procedimientos de expedición o emisión de lo pasaporte y autorizaciones de entrada en el país
Artículo 19: Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad. 
Diversos aspectos como la pobreza, la discriminación, la falta de promoción y difusión de los derechos de las personas con discapacidad, en la sociedad en general, se convierten en impedimentos que no permiten vivir a las personas con discapacidad de forma independiente y autónoma, ya que estas no tienen la oportunidad de elegir dónde o con quién vivir, debido a que generalmente tienen que hacerlo con sus familias, quienes con mucha frecuencia les sobreprotegen o enclaustran por su discapacidad, así como por el contrario les abandonan, por la estigmatización que aún persiste sobre el tema. Es importante destacar que la situación de pobreza, es una de las principales limitantes para que esta población pueda vivir dignamente de manera independiente. 
El aludido informe del Estado, retoma el enfoque médico y caritativo, dando a entender que si la persona con discapacidad no puede desenvolverse de manera independiente es por causa de la discapacidad y no por la responsabilidad del Estado y de las barreras existentes; en este sentido, el texto del citado informe, en el párrafo 123, tiene una relación discriminatoria ya que hace referencia al término “disminución de sus capacidades”, además, afirma que esta “disminución de sus capacidades” “crea una condición de desventaja con sus semejantes” que le dificulta su integración plena a la vida social.
Según participantes de los talleres arriba referidos, existen en El Salvador instituciones de privación de libertad de personas con discapacidad psicosocial, y hogares específicos para niños y niñas con discapacidad viviendo en condiciones degradantes y, en algunos casos, sufriendo de abusos.

Las escuelas especiales para personas sordas no cuentan con planes y programas basados en las características de las personas sordas de El Salvador, una vez que es enseñada la lengua de señas americana, y no salvadoreña, no hay estrategias para la educación bilingüe de las personas sordas. 

Así también refiere a la asistencia domiciliar y asistencia personal a las personas con discapacidad, que en El Salvador no se ha cumplido, ya que este tipo de programas son extremamente costosos y la mayoría no pueden tener acceso a ellos. 
Por otra parte, cabe mencionar que existen hogares, administrados por entes privados, que sirven como albergues en los que las personas con discapacidad institucionalizadas viven en ellos; sin embargo, son expuestos a condiciones deplorables e incluso infrahumanas. A nivel nacional hay un aproximado de 25 centros de esa naturaleza, así como también se hallan instituciones para personas con discapacidad intelectual; se cuenta con centros de protección y Escuelas de Educación Especial, a las que no tienen acceso las personas mayores de 21 años como estudiantes. Existen instituciones destinadas a atender a personas con discapacidad intelectual y psicosocial de manera institucionalizada a pesar que la Convención establece que deben incluirse plenamente en la sociedad.
Pregunta sugerida:
Tenga a bien informar qué estrategias realiza el Estado para garantizar a las personas con discapacidad una vida independiente y ser incluido en la comunidad. 
Artículo 20 Movilidad personal
El informe oficial alude, en su párrafo 128, que los servicios de ayuda técnica y de movilidad en El Salvador son otorgados a personas beneficiarias de instituciones específicas. Y, en el caso de la población en general que no está afiliada, el Estado de El Salvador declara que “son otorgados por el ISRI de acuerdo a la posibilidad presupuestaria de la entidad”, aunque es conocido por todos que no hay a adecuada y efectiva “posibilidad presupuestaria”

Las dotaciones de ayudas técnicas llevan un atraso de varios años por parte del Instituto Salvadoreño del Seguro Social (ISSS), en este sentido una participante del taller de trabajo ejemplificó que fue beneficiaria de una Escuela especializada en elaboración de órtesis y prótesis a través de una contratación del ISSS; sin embargo, el servicio que recibió no fue pertinente ya que la prótesis no cumplía con las medidas requeridas por ella. En algunas ocasiones el servicio es gratuito ya que realizan un estudio socioeconómico y trabajan como prácticas para estudiantes de la referida escuela. 
En El Salvador hay Organizaciones No Gubernamentales que brindan este tipo de servicios debido a la carencia en los establecimientos estatales. El párrafo 130 del informe oficial, expresa que dos mil doscientas cuarenta y cuatro personas fueron atendidas en reparaciones de prótesis o entrega de otras ayudas técnicas; no obstante, no se menciona cuántas personas fueron las solicitantes de dichos servicios.
Otro punto que es necesario reiterar es la falta de accesibilidad en el transporte público, que en El Salvador no cuenta con unidades accesibles, por lo que personas con discapacidad deben trasladarse en transporte privado lo que generalmente les hace incurrir en gastos más elevados. Esta situación se percibe más compleja en personas con discapacidad física, y las personas ciegas, ya que los conductores de autobuses bajo el estigma hacia las personas con discapacidad consideran que éstas se dedicaran a pedir dinero. Ello demuestra que los conductores desconocen sobre los derechos de las personas con discapacidad y la atención que deberían recibir las mismas, usuarias del transporte público, incluido el trato con personas sordas y la atención y guía a las personas ciegas o de baja visión.
El informe oficial alude al proceso de entrega de licencias de conducir a personas con discapacidad; sin embargo, se considera que éste es un proceso que ha sido complicado con más trámites burocráticos para la entrega de la referida licencia. Con lo anterior, el Estado invisibiliza la falta de independencia de quienes no poseen un vehículo para trasladarse y por lo cual deben hacer uso del sistema de transporte público desprovisto de unidades accesibles y obviamente carente de conductores respetuosos de las personas con discapacidad.

Otro problema muy discutido en los talleres, es la dificultad de movilidad para las personas con discapacidad de las zonas afuera de la capital. A todos los problemas ya relatados se agrega la ausencia de transporte accesible de las ciudades del interior y metropolitanas hasta la capital. Las personas de afuera de la capital, participantes en los citados talleres, fueran obligados a desplazarse en taxis, incurriendo en gastos muy elevados, lo que es la práctica común en El Salvador para todas las personas con discapacidad que quieren o tienen que desplazarse hasta la capital, incluido para tener acceso a hospitales y servicios médicos. 
Preguntas sugeridas:
Sírvase informar como las personas con discapacidad que no son beneficiaras de las instituciones referidas en el párrafo 128 del informe oficial, han asegurado el acceso a servicios de ayudas técnicas de movilidad; y cuáles son los presupuestos asignados para promover la movilidad y dotar de ayudas técnicas a las mismas  y si estás dan cobertura a nivel nacional. 
Favor, sírvase informar cuantas son las personas con discapacidad beneficiarias de las instituciones referidas en el párrafo 128 y cuantas personas con discapacidad representan la “población en general que no está afiliada” que han sido beneficiadas por el ISRI, desagregados por discapacidad, sexo, edad y región de residencia, si la capital o afuera de la capital. 
Sírvase expresar en qué medida el Estado apoya acciones de Organizaciones no Gubernamentales de o para personas con discapacidad que brindan ayudas técnicas a personas que no son beneficiaras de instituciones estatales. 
Sírvase indicar cuáles son las acciones que se han tomado de parte del Viceministerio de Transporte para garantizar el derecho a la movilidad de las personas con discapacidad cuando desean  hacer uso del trasporte público; así como las acciones que se han tomado con entes privados que prestan servicios públicos y con servidores públicos  para entrenar, capacitar o formar a personas como motoristas, policías, médicos, enfermeras, vigilantes, recepcionistas, personal de la salud y de servicios de habilitación y rehabilitación, entre otros, a fin de mejorar la atención y respeto  a las personas con discapacidad. 
Artículo 21. Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información  

Se reconoce que en El Salvador se cuenta con la legislación que da vigencia a la libertad de expresión, opinión y acceso a la información a favor de la población con discapacidad, lo que se refleja en los mensajes oficiales de gobierno y las sesiones plenarias de la Asamblea Legislativa que cuentan con interpretación de la lengua de señas y lo mismo se trata de hacer en aquellas noticias referidas a emergencias nacionales; sin embargo, son los únicos espacios en los que se incluye a las personas sordas. 
No obstante, a pesar que el Estado declarara, en el párrafo 142, que los sitios oficiales están siendo diseñados para cumplir en el 100% las normas WAI (Web Accessibility Initiative) y WCAG (Web Content Accessibility Guidelines) de accesibilidad de los sitios web, una simple visita a los mismos demuestra que eso aún no se ha logrado. 

El Estado no ha asignado recursos suficientes para hacer cumplir debidamente los requisitos legales de acceso a edificios, información y comunicaciones a favor de las personas con discapacidad.  
Pregunta sugerida. 

Además, a pesar que el articulo 21 llama claramente la responsabilidad de los Estados Partes para alentar a las entidades privadas que presten servicios al público en general, incluso mediante Internet, a que proporcionen información y servicios en formatos que las personas con discapacidad puedan utilizar y a los que tengan acceso, el Estado de El Salvador no informa en ningún momento sobre las acciones y medidas tomadas en este sentido, sobre todo lo relativo a los medios de comunicación de masas.

Los representantes de los sordos de las regiones oriental, occidental y de la capital de El Salvador, participantes del taller de Marzo de 2013 ya referido, informaron que las personas sordas de El Salvador son confrontadas a una realidad sorprendente, que en eventos públicos y muchas veces cuando la interpretación de lengua de señas es asegurada, la lengua utilizada es la lengua de señas americana y no la lengua de señas salvadoreña. 

Preguntas sugeridas
Sírvase informar qué medidas concretas el Estado de El Salvador ha puesto en práctica para volver sus sitios internet accesibles a las personas con discapacidad. Además, sírvase informar el presupuesto asignado por el Estado para garantizar la accesibilidad a la información y a la comunicación a favor de las personas con discapacidad. 

Sírvase también detallar qué planes tiene el Estado de El Salvador para garantizar el acceso a la información pública, incluida la comunicación en los medios de masas privados, periódicos, páginas web, radio y televisión, en formatos alternativos para las personas sordas, ciegas o de baja visión y con discapacidad intelectual. 

Sírvase comunicar las acciones que se realizan para promover y regular el aprendizaje de la lengua de señas salvadoreña. 

Artículo 23: Respeto del hogar y de la familia

Aunque el Estado de El Salvador declara en su informe, párrafo 151, que “no existe discriminación por razón de discapacidad en los asuntos familiares”, inmediatamente en seguida, en el párrafo 152, declara que “Como garantía del libre consentimiento, el Código de Familia dispone como un impedimento absoluto del matrimonio, el hecho que una persona no se halle en el pleno uso de su razón y no pueda expresar su consentimiento de manera inequívoca”, sin informar qué formas de asistencia y servicios de apoyo pone a la disposición de las personas con discapacidad para que expresen libremente su consentimiento. Se desprende de esta medida legal una discriminación que puede claramente afectar a las personas sordas y con discapacidad intelectual.

Otro punto a destacar es que muchas personas con discapacidad intelectual, especialmente las niñas, cuando entran a la adolescencia son separadas de los niños para que no entren en relaciones sentimentales, así como también se les niega el derecho a la educación sexual y reproductiva. En el taller de trabajo antes mencionado se comentó que se dan situaciones gravemente atentatorias de los derechos humanos de niñas o mujeres con discapacidad intelectual quienes son esterilizadas sin su consentimiento, por decisión de sus familiares avalada por las instituciones de salud.

Así mismo, otro aspecto retomado por los participantes del taller es el gran número de niños y niñas abandonados por sus familias o mantenidos segregados de la comunidad.

Preguntas sugeridas: 

Sírvase informar que medidas efectivas y adecuadas ha tomado el Estado Parte, o tiene previsto tomar, para armonizar el Código de Familia con la CDPD con el objetivo de eliminar la discriminación que afecta a muchas personas con discapacidad en cuanto al impedimento absoluto del matrimonio presentado en su informe, párrafo 152. 
Sírvase informar qué medidas concretas el Estado de El Salvador tiene previsto implementar para asegurar que ninguna niña o mujer con discapacidad sea esterilizada sin su consentimiento libre e informado. 

Sírvase aclarar qué medidas ha tomado el Estado Parte para prevenir el abandono y segregación de niños y niñas con discapacidad. 

Sírvase detallar qué acciones realiza o ha realizado el Estado para prohibir y castigar la esterilización forzada
Artículo 24. Educación. 

La Política de Educación Inclusiva, impulsada por el Estado salvadoreño, tiene entre sus objetivos la creación un mayor acceso a los grupos tradicionalmente excluidos de las escuelas; sin embargo, tal iniciativa ha caído en el error de reducir la “inclusión” solamente al acceso, además, se ha convertido en la práctica en un planteamiento homogenizado, es decir, una realidad educativa que a pesar de las buenas intenciones termina, nuevamente, invisibilizando a niñas, niños y jóvenes con discapacidad al no proporcionarles apoyos específicos o individualizados, necesarios para su desarrollo personal y social.
Según datos del Ministerio de Educación (MINED), de la matricula global en los años 2008 y 2009, solamente el 1% corresponde a estudiantes con alguna discapacidad; en promedio para estos dos años, se cuenta con la atención a 16,000 estudiantes provenientes del sector con discapacidad; para los años 2009, 2010 y 2011, las estadísticas de estudiantes con discapacidad matriculados ascienden a las cifras siguientes: 15,952; 17,886 y 16,553 respectivamente. 
La educación inclusiva en la Escuela regular se está caracterizando por una comprensión que no va más allá de un “derecho de papel” y el uso de terminología a tono con las exigencias de la realidad educativa actual, de manera particular para las personas con discapacidad, prueba de ello es la escaza capacitación de maestras y maestros que según la cifra registrada por el MINED alcanza los 675 profesionales que han recibido capacitaciones sobre Educación Inclusiva y Atención a la Diversidad. Si se toma en consideración que la planta de maestros y maestras capacitadas no es suficiente para, mínimamente, garantizar logros y específicamente en el nuevo paradigma educativo. Además, el Estado no informa cuántos maestro y maestras son personas con discapacidad. 
Las necesidades educativas individuales, a las que la educación inclusiva pretende solventar, no están siendo atendidas según lo establecido en la Convención. La estructura o formato de las jornadas educativas –metodología- se mantiene igual y se ha hecho poco o ningún esfuerzo por contratar recursos humanos calificados para la enseñanza de lengua de señas y braille en la escuela regular, aun cuando la demanda es evidente, el censo matricular global de los años 2008-2009 nos demuestra presentando cifras de 621 y 512 estudiantes Sordos matriculados en la escuela regular, contrastando con los datos registrados en los centros escolares para sordos para los mismos años que son de 433 y 458 estudiantes, respectivamente. 

El MINED no ha efectuado esfuerzos concretos para el área rural; por ejemplo, las 30 escuelas de educación “especial” existentes en el país se hallan ubicadas en zonas urbanas, la cuales por la distancia y la ausencia de adaptaciones en los medios de transporte, se vuelven inaccesibles a la mayoría de personas con discapacidad. 
Por otra parte, las escuelas regulares en el área rural no cuentan con el suficiente personal calificado y capacitado, a lo que se adiciona la falta de dotación de materiales didácticos y medidas de apoyo específicas. En su mayoría, las escuelas, tanto en el área rural como urbana, no cuentan con instalaciones que garanticen la accesibilidad para las personas con discapacidad. 

El ex Ministro de Educación y actual Vicepresidente de la República, manifestó
 que no se tiene un censo estadístico que refleje cuantas niñas/os y jóvenes con discapacidad viven en el país y los centros de educación especial no son suficientes para cumplir la demanda. Por lo tanto, se comprometió a brindar mayor capacitación a los docentes para que puedan atender a los niños y adolescentes que tienen discapacidad que asisten a las escuelas regulares; por lo tanto, es necesario que se aseguren los soportes institucionales, técnicos y financieros que requiere la Política de Educación Inclusiva, para su puesta en marcha en los Centros Educativos del campo y la ciudad
Preguntas sugeridas:
Sírvase proporcionar información sobre las acciones inmediatas tendientes a garantizar el derecho integral a la educación de niñas, niños, adolescentes con discapacidad y los presupuestos asignados para la ejecución de la Política de Educación Inclusiva; así como las medidas a garantizar la plena inclusión de estudiantes Sordos, Ciegos, Sordociegos y con discapacidad intelectual. Sírvase informar el presupuesto destinado a estas acciones. 
Sírvase informar que acciones el Estado ha realizado para que la lengua de señas salvadoreña sea ampliamente enseñada en las escuelas ordinarias y especiales. 
Sírvase también esclarecer qué medidas pertinentes ha tomado el Estado de El Salvador para emplear a maestros y maestras con discapacidad. 

Sírvase el Estado parte detallar las acciones concretas que ha desarrollado con la implementación de la Política de Educación Inclusiva y en qué consiste el Proyecto Educativo Institucional (PEI), de qué trata lo párrafo 168 del informe oficial. 
Artículo 25. Salud. 
En relación al derecho a la salud sigue prevaleciendo un enfoque “médico asistencialista” respecto al tema de la discapacidad, descuidando aspectos como la atención con enfoque multidisciplinario y basado en los Derechos Humanos.
El sistema de salud carece, o por lo menos públicamente no se conoce, un programa sistemático de intervención inmediata en la atención de la niñez con discapacidad y de la diversidad de necesidades que surgen a lo largo de la vida de la persona con discapacidad.

Además, el Estado de El Salvador reconoce en su informe, párrafos 182, 183 y 184, respectivamente, problemas de accesibilidad física y de comunicación, la falta de medicamentos y la falta de mecanismos para evaluar la calidad de servicios que se destinan a las personas con discapacidad.

El problema más grave identificado por los participantes en los talleres son las barreras actitudinales, que lleva a -  la falta de accesibilidad arquitectónica y comunicacional, especialmente para personas sordas, sordociegas, ciegas y con discapacidad intelectual y psicosocial - en los establecimientos de salud, tanto en el nivel primario, como en centros hospitalarios de segundo y tercer nivel. A ello se suma que en muchas ocasiones el personal de salud desconociendo los derechos de las personas con discapacidad, no brinda un trato digno y cálido al paciente con discapacidad. Finalmente, la atención ginecológica de mujeres con discapacidad física es deficiente debido a la carencia de equipo adecuado, además no existe un programa específico de salud sexual reproductiva para la población con discapacidad, y de manera particular, para las personas con discapacidad intelectual o auditiva.
Se reconoce que ha habido mínimos avances a favor de las personas con discapacidad, especialmente en el área de salud, donde se ha comenzado a realizar ciertos ajustes razonables como incluir fisioterapista y psicólogos en los Centros de Salud; sin embargo, en términos generales se percibe que la sociedad salvadoreña  continúa tratando a las personas con discapacidad desde los enfoques tradicional y médico.

Finalmente, la atención ginecológica de mujeres con discapacidad y andrológica de hombres con discapacidad es precaria debido a la carencia de equipo adecuado, además no existe un programa específico de salud sexual reproductiva para la población con discapacidad, y de manera particular, para las personas con discapacidad intelectual o auditiva. 

Preguntas sugeridas: 
Sírvase indicar cuáles son las acciones concretas e inmediatas que pretende realizar el Estado de El Salvador para garantizar un acceso a la salud respecto de las personas con discapacidad y de sus derechos, incluidos la accesibilidad física y de comunicación y el acceso a medicamentos, a que se refieren los párrafos 182 y 183 del informe oficial, así como los presupuestos asignados para tal fin. 
Sírvase proporcionar información sobre cuáles son las medidas que se han tomado para que los servicios de salud sexual y reproductiva sean accesibles para todas las personas con discapacidad; así como los presupuestos asignados para tal fin. 
Sírvanse proporcionar datos sobre el número de hospitales o de centros de salud que brinden servicios integrales y que reúnan todas las condiciones de accesibilidad para las personas con discapacidad, incluido datos sobre hospitales fuera de la capital. 
Artículo 26. Habilitación y rehabilitación. 

Se han identificado ciertas barreras en cuanto a la habilitación y rehabilitación de las personas con discapacidad, entre las que se destacan la insuficiente atención por parte del Instituto Salvadoreño de Rehabilitación Integral (ISRI), ya que este no cuenta con unidades móviles y la cobertura de los servicios no abarca las zonas rurales. Persiste el enfoque médico de la atención por las instituciones prestadoras de servicio y existe poco apoyo a la familia para dar continuidad a la habilitación y/o rehabilitación de las personas con discapacidad. Según el artículo 16 del Reglamento de la Ley de Equiparación de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS) es el ente responsable del diseño, planificación, coordinación y dirección de los programas de control de las acciones en atención y rehabilitación para las personas con discapacidad. 

El ISRI ha contado con un leve aumento en su presupuesto aprobado, el cual apenas creció en $585,250 (de $7,564,010 a $8,149,260); sin embargo, este aumento se aplicó en su totalidad al rubro de salarios mientras que el rubro de adquisición de bienes y servicios experimentó el mismo periodo una reducción en $227,305 (de $787,855 a $560,550) y el aumento en inversión de activos fijos apenas alcanzó $23,010 (de $21,495 a $44,505), pese a que este presupuesto no es destinado únicamente a la atención de personas con discapacidad, sino también a personas temporalmente incapacitadas. 
El Estado, en el párrafo 200 de su informe, reconoce que “El ISRI reporta que los servicios de Rehabilitación tienen una cobertura limitada, resultado de dos factores principales: la centralización y concentración de los servicios de Rehabilitación en San Salvador, Santa Ana y San Miguel y la falta de coordinación del servicio de Terapia Física de la Red Pública Nacional con el ISRI”. 

En el caso del Ministerio de Salud (MINSAL), la atención en rehabilitación física reportada por los hospitales de la red pública refiere básicamente a la rehabilitación pre o postoperatoria de pacientes internos o dados de alta de los mismos hospitales; es decir, que se trata de atenciones a todas las personas, no solamente a las personas con discapacidad. A partir de enero de 2011, en el marco de la Reforma Integral de Salud, el MINSAL incorporó a la profesión fisioterapéutica en los equipos multidisciplinarios de los Equipos Comunitarios de Salud Familiar- Especializados (ECOS).
A pesar de que en los lineamientos de funcionamiento de los ECOS, aprobados por el MINSAL, se adopta la rehabilitación basada en la comunidad (RBC) como estrategia oficial de abordaje de la discapacidad, en la práctica aún domina el modelo médico con enfoque rehabilitador, observándose al mismo tiempo la falta de evaluación y abordaje multidisciplinario. 

Las otras instituciones que brindan algún tipo de servicios y/o programas de rehabilitación tienen un alcance extremadamente limitado ya que atienden o a grupos específicos (caso de FOPROLYD y CERPROFA), o como en el caso del ISSS, solo atienden a “derecho-habientes”, que son personas que tienen o han tenido un empleo formal y por lo tanto aportan cuotas mensuales a la institución, que no es el caso en la inmensa mayoría de las personas con discapacidad.

Preguntas sugeridas:
Sírvanse informar cuáles son las medidas que tiene previsto tomar el Estado para incrementar la cobertura del acceso a la rehabilitación y a las ayudas técnicas en todo el territorio nacional y cómo tienen previsto asegurar que los servicios de rehabilitación que se prestan cumplen con los objetivos de inclusión social previstos en la CDPD. 

Sírvanse explicar si la Rehabilitación con Basada en la Comunidad es practicada en todo el territorio de El Salvador y si esta es accesible en lengua de señas salvadoreñas. 

Art. 27. Trabajo y empleo. 

Los datos estadísticos de personas con discapacidad colocadas en empleo por el Ministerio de Trabajo y Previsión Social (MTPS), son inconsistentes, esto se enfatiza en el sentido que no hace la diferencia entre las personas que han sido colocadas por la intermediación laboral que realizan las entidades privadas y las que realiza el propio MTPS. Por otro lado, el informe de Estado tampoco hace mención de las múltiples barreras que enfrentan las personas con discapacidad para insertarse en el campo laboral, barreras que son producto del incumplimiento por parte del Estado, en otros ámbitos como la educación, accesibilidad, la rehabilitación profesional, ayudas técnicas, el transporte, entre otros. 

A pesar de que el gobierno ha impulsado acciones para la colocación laboral de personas con discapacidad, se carece de un programa efectivo de intermediación laboral en el referido Ministerio, por ello deben crearse planes y programas para mejorar las habilidades profesionales y mano de obra calificada de las personas con discapacidad y apostarle a la educación formal y a los programas de formación profesional, para incrementar las posibilidades de lograr un empleo digno; incluida acciones afirmativas e incentivos al sector privado. 
Ejemplo las barreras actitudinales permanecen fehacientemente en la sociedad salvadoreña, pese a que ha habido algunos cambios en el nivel de capacitación laboral que demuestra el potencial de las personas con discapacidad. Pese a lo último, la sociedad en general y la gran mayoría de empleadores públicos y privados aún perciben a las personas con discapacidad como no capacitadas para aportar a la productividad y contribuir al desarrollo del país, aspecto que podría afectar la auto-estima de las personas con discapacidad. 
Existe un caso ejemplarizante presentado en el informe de país que destaca la implementación de procesos para la contratación de personas con discapacidad por parte del Instituto Salvadoreño del Seguro Social (ISSS); sin embargo, en último taller se socializaron experiencias de personas que participaron en dicho proceso, una de las cuales realizó el proceso de selección durante cinco años, habiendo comparecido a las entrevistas solicitadas periódicamente sin haber sido contratada y sin haber sido informada de cómo está su proceso de selección. 

También identificado por participantes del último taller, es que no se monitorea la estabilidad laboral de las personas con discapacidad en las diferentes empresas e instituciones, ya que ha sido una práctica común que son contratadas y las despiden después del primer mes. Otra situación común es que los sindicatos algunas veces se oponen a dicha contratación y ejercen cierta presión para evitar la contratación.

Se conoce, además del caso de personas sordas en el Departamento de San Miguel,  a quienes se contrata para trabajar en estacionamientos de lavados de autos, en donde no reciben el mismo pago que las demás personas empleadas y son discriminadas con base en su discapacidad. 
Preguntas sugeridas:
Sírvase informar sobre la existencia de políticas, planes o programas para mejorar las habilidades profesionales y mano de obra calificada de las personas con discapacidad; así como de las estadísticas sobre la cantidad de personas con discapacidad que han logrado ser insertadas en el ámbito laboral, desagregadas por  puestos de trabajo y región geográfica, así como sírvase informar el plazo promedio de duración de las contrataciones. Además sírvase informar sobre los concursos de plazas que realizó el ISSS en el año 2010.
Sírvase informar qué medidas concretas ha realizado el Estado de El Salvador para promover la toma de conciencia de sindicatos y empresas privadas con respecto a los derechos de las personas con discapacidad. 

Favor, sírvase informar qué medidas concretas ha tomado tiene el Estado Parte o pretende tomar, para promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta propia y de constitución de cooperativas y microempresas, con oferta de créditos bancarios con intereses y condiciones blandas y asesoría técnica para personas con discapacidad en El Salvador. 
Sírvase indicar cuál es la cantidad de inspecciones que se han realizado con el fin de verificar, respecto de las personas con discapacidad, las condiciones de prevención de riesgos en los lugares de trabajo y las multas por incumplimiento de la misma que se han impuesto. 
Artículo 28. Nivel de vida adecuado y protección social. 
La calidad de vida de las personas con discapacidad es sumamente precaria principalmente en la zona rural. Un cambio de paradigma constituye una herramienta fundamental para asegurar que el proceso de provisión de apoyos de los servicios para las personas con discapacidad sea acorde con sus necesidades y expectativas. 

Sólo cuentan con una pensión las personas con discapacidad que han previamente trabajado y cotizado al Seguro Social, aunque estas ayudas son muy reducidas. A ello se añade que son pocas las personas que se benefician de esto, dado los altos niveles de desempleo de las personas con discapacidad. 

Es así que se vuelve necesario elaborar una ley similar o integrarla al sistema de protección como la Ley del Fondo de Protección de Lisiados y Discapacitados a consecuencia del Conflicto Armado; así como también debe actualizarse la Política Nacional de Discapacidad en una Política Nacional de Desarrollo Integral de la persona con discapacidad. 

En distintos espacios del ámbito social la discriminación hacia las personas con discapacidad todavía es muy visible. No existe un sistema idóneo y real de evaluación para determinar el tipo de discapacidad y su porcentaje calificativo y cuantitativo de la misma; por lo que se debe establecer un sistema de evaluación general basado en los estándares internacionales de derechos humanos con la única finalidad de fomentar y asegurar que políticas públicas sean accesibles e inclusivas de las personas con discapacidad. 
Preguntas sugeridas: 
Sírvase indicar qué medidas tiene previstas el Estado salvadoreño para crear un sistema de protección social que cubra las necesidades de las personas con discapacidad, incluidas las familias que tienen niñas y niños con discapacidad. 
Sírvase establecer cuáles son las acciones que está realizando el Estado de El Salvador para actualizar la Política Nacional de Desarrollo Integral para las Personas con Discapacidad y cuándo se contará con ese importante instrumento. 
Por favor, sírvase informar qué medidas piensa el Estado de El Salvador para asegurar los beneficios similares a los que otorga la Ley del Fondo de Protección de Lisiados y Discapacitados a consecuencia del Conflicto Armado, no solo a las personas con discapacidad a consecuencia del conflicto armado, sino a las personas con discapacidad en general, incluidas las familias con niños/as con discapacidad, y no solamente a las personas con discapacidad en consecuencia del conflicto armado. 

Artículo 29. Participación en la vida política y pública. 

Como lo reconoce el Estado de El Salvador en su informe, párrafo 249, la falta de accesibilidad física en el transporte para acudir a los centros de votación es uno de los principales retos a superar en las elecciones venideras, ya que la falta de accesibilidad en la gran mayoría de esos centros de votación limita o impide la plena participación de las personas con discapacidad y por tanto ejercer sus derechos políticos. 
Los participantes del último taller, informaron que en los pocos casos de accesibilidad física garantizadas para las personas en sillas de ruedas, las autoridades públicas han promovido rampas de acceso móviles, aunque, al término de las elecciones, las mismas son recogidas, año con año, sin que una accesibilidad permanente sea pensada para estos espacios públicos que, en la mayoría de las veces, son escuelas.
A esto se suma la falta de accesibilidad en las campañas que realizan los partidos políticos, en cuñas televisivas, sitios webs accesibles, materiales en braille, entro otros. Se agrega también que la falta de capacitación por parte del Tribunal Supremo Electoral, de sus funcionarios y de los mismos partidos políticos -deriva en una inadecuada atención a las y los sufragantes con discapacidad, así como también permite que persistan las actitudes negativas o sub-estimativas de que son objeto las personas con discapacidad. 
El hecho que actualmente las personas ciegas puedan ejercer su derecho al voto en igualdad de condiciones es un resultado del esfuerzo de la sociedad civil, concretamente a través de organizaciones de personas ciegas que han sido apoyadas por el Tribunal Supremo Electoral desde el año de 1999. Como sociedad civil se está promoviendo la creación de Mesas de participación ciudadana  de personas con discapacidad en los gobiernos locales. No obstante, representantes de las organizaciones de personas ciegas, durante el último taller arriba referido declararon que las personas ciegas no pueden, se ver restringidas en su participación por los partidos políticos. 
Además, se puede mencionar que para algunas personas con discapacidad no existe secretividad a la hora de emitir el sufragio, ya que aún no se cuenta con mecanismos adecuados para hacerlo de forma independiente, sin embargo existe una iniciativa de nuevas tecnologías para mejorar el acceso al voto, pero aún se está a la expectativa de tal situación. Lo que en este, como en otros temas, se considera de suma importancia son las campañas de sensibilización para la participación ciudadana, por lo que se esperaría que los diferentes partidos políticos promovieran para cargos públicos de ese categoría a personas con discapacidad. 
En un primer momento se percibe positivamente el tema del voto domiciliar – en la comunidad -, ya que esta modalidad posibilitaría a las personas con discapacidad aprovechar el acceso a ciertos espacios, especialmente en las diferentes municipalidades; no obstante, debe profundizarse en el tema de todas las formas de accesibilidad, como lo recomienda el estudio temático preparado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, sobre la participación de las personas con discapacidad en la vida política y pública, en su párrafo 74. 

Como lo reconoce el Estado de El Salvador en su informe, párrafo 250, que el Código Electoral y la Ley de Notariado presentan discriminaciones sobre la base de la discapacidad para personas ciegas, sordas, “mudas y enajenadas mentales”. Es de recordar que la Constitución de la República de El Salvador, en su artículo 74, prevé que los derechos de ciudadanía se suspenden por “enajenación mental y interdicción judicial”

El gran tema pendiente sigue siendo la elaboración de un censo, para identificar cuántas personas con discapacidad hay, los lugares de residencia, niveles educativos, etc. 

Preguntas sugeridas:
Sírvanse indicar qué medidas se aplicaron en las pasadas elecciones para que la campaña electoral fuera participativa para todas las personas con discapacidad y que la accesibilidad sea garantizada de forma permanente. Sírvase informar, con datos desagregados por sexo, región y tipo de discapacidad, la cantidad de personas con discapacidad participantes como electores y candidatos a cargos de elección pública, en comparación con la populación genera. 

Por favor, sírvase indicar la cantidad actual de personas con discapacidad que ejercen cargos públicos, desagregado por sexo, región y función o cargo, en comparación con la población en general. 

Tengan a bien indicar cuáles fueron las medidas adoptadas al efecto de eliminar la restricción del derecho al voto de personas con discapacidad privadas de su capacidad jurídica; y al derecho de ser elegido de todas las personas con discapacidad; así como las medidas tomadas para garantizar que las personas con discapacidad institucionalizadas puedan votar. 
Artículo 33 Aplicación y seguimiento nacionales 
El párrafo 272 del informe oficial expresa que el Estado reconoce que el Consejo Nacional de Atención Integral a la Persona con Discapacidad (CONAIPD), es el órgano llamado a dar seguimiento a la Convención; sin embargo, en la parte del monitoreo, se considera que no es factible que una institución gubernamental sea quien vigile al propio Estado. 

Se considera que dentro de los mecanismos de coordinación, deben existir  puntos de contacto o puntos focales para que en cada institución del Estado haya al menos una persona que pueda orientar y dirigir a los funcionarios titulares en todo lo relacionado al tema de discapacidad y sobre los derechos del sector, como eje transversal en el accionar de las entidades del Estado.
La sociedad civil reconoce en la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, la institución idónea para dar seguimiento a las acciones del Estado y a monitorear el cumplimiento de la Convención, ya que es una institución de rango constitucional, plenamente independiente al no estar ligada a ninguno de los órganos del Estado, y es la Institución Nacional de Derechos Humanos establecida conforme a los Principios de París. 
Pregunta sugerida:
Sírvase indicar qué acciones se están realizando para nombrar por ley y con presupuesto propio a la institución que será la encargada de monitorear el nivel de cumplimiento de la Convención en el Estado salvadoreño.
San Salvador, 18 de marzo de 2013.
� Entrevista concedida el 05 de junio de 2012 al periódico Diario Co Latino. 
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